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Decide la  Sala el recurso de apelación interpuesto por los demandados John Edison Aguirre Valencia y Dania Julieta Aguirre Hernández, frente a la sentencia proferida  por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en el proceso ejecutivo singular que contra los impugnantes y la señora Doris Lilia Aguirre Tayac instauró la señora Paola Andrea Bejarano Aguirre.

ANTECEDENTES

El señor José Ramiro Castro Castañeda, con fundamento en poder general otorgado por la señora Paola Andrea Bejarano Aguirre y por conducto de apoderado judicial, solicitó en la demanda instaurada librar mandamiento de pago en favor de la actora y en contra de los demandados por la suma de $40.000.000 como capital y sus intereses moratorios a la tasa del 2.3% mensual desde el 23 de julio de 2003 hasta cuando el pago se verifique.

Se relató en los hechos de la demanda que Luis Arbey Aguirre Gutiérrez y Doris Lilia Aguirre Tayac suscribieron a favor de la señora Paola Andrea Bejarano Aguirre una letra de cambio que debía ser pagada el 23 de julio de 2003, la que no ha sido cancelada ni en todo ni en parte; el deudor citado falleció el 6 de abril de 2004; en el proceso de sucesión que se tramitó en el Juzgado Primero de Familia de Dosquebradas fueron reconocidos como herederos Jhon Edison Aguirre Valencia  y la menor Dania Julieth Aguirre Hernández, representada por su señora madre  María Roselia Hernández Grajales; el título valor aportado presta mérito ejecutivo por contener una obligación clara, expresa y actualmente exigible. 

ACTUACIÓN PROCESAL

Después de disponerse dejar sin efecto la actuación surtida en el proceso y de notificar la existencia del crédito a los herederos del causante Luis Arbey Aguirre Gutiérrez, por auto del 29 de marzo de 2007 se libró la orden de pago solicitada. 

De esa providencia se tuvo notificada por conducta concluyente a los demandados Doris Lilia Aguirre Tayac y Jhon Edinson Aguirre Valencia. La primera dejó vencer en silencio el término otorgado para pagar o proponer excepciones.

Personalmente se notificó la señora María Roselia Hernández Grajales, representante legal de la menor Dania Julieta Aguirre Hernández. Ella y el señor Jhon Edinson Aguirre Valencia, por medio de apoderado común, interpusieron recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra el auto que contiene el mandamiento ejecutivo; se pronunciaron sobre los hechos de la demanda y como excepciones de fondo propusieron las que denominaron “cobro de lo no debido”, “falta de causa”, “falta de requisito necesario para el ejercicio de la acción” e “inexistencia de la obligación por ser falsa la firma del señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez como girador aceptante”. Además tacharon  de falsa la firma que se adjudica al citado señor.

Mediante proveído del 13 de julio de 2007 se decidió no reponer el auto impugnado y se abstuvo el juzgado de conceder el recurso de apelación interpuesto como subsidiario.

Agotadas las etapas probatoria y de alegatos, se puso término a la instancia con sentencia del 16 de octubre de 2008, por medio de la cual se declararon no probadas las excepciones de fondo propuestas por los demandados; se ordenó seguir adelante la ejecución; liquidar el crédito y se condenó en costas a los demandados.

Sostuvo el a quo que con la prueba grafológica decretada se demostró que la firma puesta en el título valor aportado como fundamento para la ejecución corresponde a la del señor Luis Arbey Aguirre; que las excepciones propuestas carecen de todo fundamento legal y que ninguna duda existe en relación con la existencia de la obligación y su origen.

Inconforme con el fallo proferido, los ejecutados excepcionantes interpusieron recurso de apelación.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Adujo el apoderado que los representa que el juzgado se pronunció de manera vaga sobre dos de las excepciones propuestas y dejó de hacerlo sobre la de falta del requisito necesario para el ejercicio de la acción, la que considera demostrada porque como lo explicó el perito, no todos los espacios de la letra fueron llenados simultáneamente y en esas condiciones considera que el obligado ha debido otorgar una carta de instrucciones para llenar los espacios  relativos a la fecha de vencimiento, el nombre del girado,  la suma de dinero a cancelar y la indicación de ser pagadera a la orden o al portador, elementos esenciales del título que no reúne el que se aportó como fundamento de la ejecución. Alega además que el despacho no valoró todas las pruebas practicadas y ante la inasistencia de la demandante a absolver el interrogatorio decretado, dejó de consignar en el acta respectiva cuáles hechos eran susceptibles de prueba de confesión y tampoco apreció que la actora no tenía capacidad económica para prestar al señor Luis Arbey Gutiérrez la suma por la que se le ejecuta. Solicita se revoque el fallo impugnado, se declaren probadas las excepciones propuestas y se deje sin efecto el mandamiento de pago.

CONSIDERACIONES

Se hallan satisfechos los presupuestos procesales para que la sentencia a proferir sea de fondo y ningún vicio se vislumbra que pueda afectar la validez de la actuación.

Como recaudo ejecutivo se aportó una letra de cambio suscrita el 25 de abril de 2002, por valor de $40.000.000, aceptada por Luis Arbey Aguirre Gutiérrez y Doris Lilia Aguirre, a la orden de Paola Andrea Bejarano Aguirre, pagadera el 23 de julio de 2003.

Los ejecutados excepcionantes tacharon de falsa la firma que en tal documento se adjudica a Luis Arbey Aguirre Gutiérrez.

En el curso del proceso se practicó un dictamen pericial por perito grafólogo
 que posteriormente fue aclarado en relación con el nombre de la persona a quien se adjudica la firma puesta en la letra de cambio objeto de tacha
, pues se citó como tal al señor José Ramiro Castro Castañeda, lo que motivó además a que los ejecutados lo objetaran por error grave. Luego de producida la aclaración, se abstuvo el juzgado de dar trámite a la objeción.

En su nuevo trabajo concluyó el experto que la firma que como del señor Luis Arbey Gutiérrez aparece en la letra de cambio es auténtica por ser uniprocedente, para lo cual la comparó con otros documentos auténticos suscritos por el mismo señor que le permitieron afirmar, hecho el respectivo cotejo, que los rasgos gráficos de todos ellos son “comunitarios ostensiblemente en todos sus elementos morfológicos y dinamográficos, en especial en los de inclinación, tamaño, desplazamiento lineal, movimientos de flexión y extensión, cohesión, los dos óvalos superiores diseñados sobre la firma y los dos inferiores, bajo una misma firma a manera de rasgos magistrales de las mayúsculas, la presión, la velocidad y la proporcionalidad, en su totalidad nos indica que por UNIPROCEDENCIA, esta firma es auténtica del señor LUIS ARBEY AGUIRRE GUTIERREZ.”

De acuerdo con lo consignado en el dictamen, el perito hizo una comparación de las firmas puestas por el señor Luis Arbey en distintos documentos; su análisis resulta razonado; se fundamentó en conocimientos ciertos en materia de grafología; es decir, se sometió a un estricto rigor científico y además a la percepción del experto y por esas razones se acogen en su integridad las motivaciones que le permitieron concluir que el citado señor es el autor de la firma que aparece en el documento que se aportó como fundamento de la ejecución.

Por ello, se declarará infundada la tacha, sentido en el que se adicionará la sentencia objeto de revisión que aunque en la parte motiva se pronunció al respecto, omitió hacerlo en la resolutiva.  

Se procede entonces al análisis de las excepciones de fondo que propusieron los herederos del señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez. Las de “cobro de lo no debido” y “falta de causa” se analizarán en conjunto por fundamentarse casi en los mismos hechos.

Para sustentar la primera, alegaron que el causante  en ningún momento solicitó a la actora dinero en calidad de mutuo y menos aún en cantidad tan elevada; que era una persona muy organizada en su vida personal y en lo relacionado con sus finanzas; era él quien prestaba dinero porque su sueldo en la empresa La Rosa, donde laboraba, era uno de los más altos; además, se preguntan de dónde iba a obtener la acreedora la suma de $40.000.000 para prestar, si viajó a España en el año 2000 ó 2001 y es imposible que hubiera obtenido aquella suma el 25 de abril de 2002 porque cuando una persona se traslada  a ese país lo primero que hace es enviar el dinero para cancelar el pasaje y en eso se demoran aproximadamente un año; que dejó una hija a quien debía solventar y además que esas sumas tan elevadas se prestan con hipoteca.

Como fundamento de la segunda expusieron que el señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez devengaba un buen salario, tenía casa propia, era soltero y colaboraba con el sustento de la otra demandada, su compañera permanente y de la madre natural (sic) de la demandante; se pregunta cuál fue la razón para que le solicitara en préstamo dinero y se contesta que ninguna; se refiere luego a un proceso que promovió la referida codeudora para obtener la declaratoria de unión marital de hecho entre ella y el causante, que no llenó sus expectativas traducidas en la inclusión como activo social de un inmueble que adquirió el último antes de comenzar la unión y por tal razón sacaron a relucir “el plan B”, o sea que debían a la hija de Doris Lilia la cantidad de $40.000.000 y aunque otorgó poder general para  ejercer acciones contra los herederos del difunto el 26 de abril de 2004, la demanda ejecutiva se instauró después de conocer el resultado del proceso ordinario. 

Como se infiere de tales argumentos, consideran los citados demandados que entre las partes que suscribieron el título valor no existió una relación jurídica que justificara el pago que se reclama del deudor, por medio de sus herederos, ante su fallecimiento.

El inciso 1º del artículo 625 del Código de Comercio dice que “Toda obligación cambiaria deriva su eficacia de una firma puesta en un título-valor y de su entrega con la intención de hacerlo negociable conforme a la ley de circulación.”

La suscripción de un documento de tal naturaleza supone la  existencia de una relación jurídica previa, en virtud de la cual una persona reconoce a favor de otra determinada prestación y la causa que le da origen se presume real y lícita; por tanto, quien alegue su inexistencia deberá acreditarlo.

Ese vínculo jurídico preexistente que obliga al aceptante puede tener su origen en infinidad de contratos como la compraventa, el mutuo,  la sociedad, el arrendamiento, la fianza o aun en un acto unilateral de la persona que se obliga como la donación, para citar algunos.

En este caso asumen los excepcionantes que la letra de cambio que sirve de recaudo ejecutivo fue aceptada por el obligado en virtud de un contrato de mutuo que celebró con la demandante, pero de convenio como ese no da cuenta la demanda y su existencia tampoco se acreditó en el plenario.

Con la mayoría de las pruebas que a instancias de los citados demandados se incorporaron al proceso se pretendió demostrar que el señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez tenía capacidad económica suficiente como para no necesitar de un crédito otorgado por la señora Paola Andrea Bejarano, y que ésta no tenía la suficiente para concederlo.

Para acreditar los ingresos del citado señor  acudió a una serie de documentos que demuestran aquellos que percibía como trabajador de La Rosa y los ahorros que en la Cooperativa de esa entidad tenía y a testimonios que dan cuenta de dineros que entregaba en calidad de préstamo, pero a juicio de la Sala así se hubiese acreditado que obtenía altas sumas de dinero, esa circunstancia, por sí, no constituye medio idóneo para demostrar la ausencia de causa de la obligación por la que se ejecuta.  Tampoco puede considerarse demostrado hecho como ese del viaje que realizó la demandante a España, donde actualmente se encuentra, del que infieren los demandados su falta de capacidad económica que se sustenta en hechos no probados en el plenario.

Las copias de proceso que promovió la señora Doris Lilia Aguirre Tayac contra los herederos del señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez solo demuestran que efectivamente se promovió y que después de proferida la sentencia de primera instancia por el Juzgado Segundo de Familia de Dosquebradas, quedó afectada con una nulidad decretada por este Tribunal.

La inasistencia de la demandada al interrogatorio de parte para el que se hallaba citada ninguna consecuencia procesal puede acarrearle en razón a que la justificó oportunamente
, a pesar de lo cual el juzgado dejó de pronunciarse al respecto.

Puestas las cosas en ese plano, como de acuerdo con el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil la carga de probar correspondía a  los excepcionantes, han debido aportar suficientes y fidedignos medios de prueba que permitieran al juez, sin hesitación alguna, formarse el convencimiento de que fue inexistente la causa que dio origen a la obligación contenida en el título valor tantas veces referido.

Ese propósito no lo lograron con las pruebas aportadas en el curso de la primera instancia, de las que se insiste, no resulta posible inferir la inexistencia de la obligación adquirida por la demandada, ni el contrato de mutuo en el que encuentran su origen. 

Como excepción también se propuso la que denominaron  “Falta de requisito necesario para el ejercicio de la acción”, que fundamentaron en la circunstancia de  no haberse  acompañado con el título valor la carta de instrucciones  para llenar los espacios en blanco, relativos a su valor,  lugar de pago, fecha de vencimiento,  nombre de los girados aceptantes y del girador beneficiario.

El artículo 622 del Código de Comercio dice:

“Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los  haya dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él se incorpora.

“Una firma puesta sobre un papel en blanco,  entregado por el firmante  para convertirlo en un título valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo…”

Conforme a esa disposición, está facultado cualquier tenedor legítimo para llenar un título valor con espacios en blanco, de acuerdo con las instrucciones del suscriptor, antes de  ser presentado para su cobro. Si se trata de acreditar que el tenedor no se sujetó a esas pautas, corresponderá a quien lo alega demostrarlo.

Correspondía entonces a los ejecutados aportar los elementos de juicio suficientes para demostrar, como lo alegan, que no se llenó la letra de cambio aportada como recaudo ejecutivo de acuerdo con las pautas convenidas, pues imponer al ejecutante la carga de acreditar que a ellas se sometió, sería tanto como exigirle que con el instrumento negociable, cuyo cobro pretende por vía judicial, se aporte la prueba de las instrucciones impartidas, lo que desnaturalizaría la esencia de los títulos valores, convirtiéndolos en documentos complejos o sometidos a condición, cuando de conformidad con los principios de incorporación, literalidad, legitimación y autonomía que  los caracterizan, para ejercer la acción cambiaria no requiere el acreedor aportar documento diferente al que contiene la obligación por la que se ejecuta.

Sobre el tema ha dicho el tratadista Luis Helo Kattah:

“…debemos advertir que el Código de Procedimiento Civil, en su artículo 270 presume cierto el contenido del documento firmado en blanco o con espacios sin llenar, una vez que se haya reconocido la firma o declarado su autenticidad. La prueba en contrario –continúa diciendo el citado artículo-, no perjudicará a terceros de buena fe, salvo que se demuestre que incurrieron en culpa. La presunción del artículo 270 del Código Judicial opera igualmente a favor de los títulos valores con la diferencia de que  para ello no es necesario  el reconocimiento previo de las firmas o la declaratoria de autenticidad por cuando de conformidad con lo dispuesto  por el artículo 793 de Código de Comercio no se exige el reconocimiento de las firmas estampadas en el título valor para el cobro del mismo mediante el procedimiento ejecutivo. Lo anterior  significa para el demandado que proponga la excepción de no haberse llenado el título en blanco o con espacios en blanco de conformidad con las autorizaciones dadas, la carga de la prueba en contrario para que aquella prospere (onus probando incumbit actori; reus in excipiendo fit actor)…”
 

Para demostrar el hecho en el que se edifica la excepción de que se trata, en el mismo dictamen pericial que atrás se analizó al estudiar la tacha de falsedad alegada, consignó el perito que “la fecha de creación “25 de abril de 2002” es diferente a los números y palabras, lo mismo que a las firmas existentes, porque dicha fecha fue manuscrita con distinto instrumentos scriptor (sic), diferente pluma y diferente intensidad o color de la tinta”. Explicó que “resaltan el color, la tinta, la estilográfica y el calibre de los textos que expresan: $40.000.000 Luis Arbey Aguirre Gutiérrez y Doris Lilia Aguirre 23 de julio de 2003. Paola Andrea  Bejarano Aguirre Cuarenta Millones de pesos $40.000.000 dos 2” y que las firmas que aparecen en el espacio destinado a los aceptantes y en la del girador difieren todas entre sí y también con la escritura gráfica de la fecha de creación.

Además consignó el auxiliar de la justicia que no todas las anotaciones contenidas en ese documento se hicieron simultáneamente y que es posterior aquella que contiene la fecha de creación.

De ese peritaje, como ya se indicara, se dio traslado a las partes, sin que se hubiese dado trámite a la única objeción propuesta porque el error grave en que se sustentaba se corrigió con una  oportuna aclaración.

Esa prueba demuestra la existencia de distintas grafías en el documento que se aportó como recaudo ejecutivo, así como el hecho de haber sido consignadas en épocas diferentes, pero esas conclusiones no permiten inferir necesariamente  que la demandante hubiese llenado el documento contrariando las instrucciones de quien aceptó el título que sirve como fundamento a la ejecución, ni le restan eficacia al valor probatorio que aún conserva, pues el mismo legislador autoriza la firma de títulos valores con espacios en blanco y llenarlos antes de presentarlos para el cobro.

De acuerdo con los argumentos en que se edificó la excepción de que se trata, han debido acreditar quienes la propusieron que el título valor aportado como cimiento a la ejecución fue llenado contrariando las indicaciones que dio quien lo suscribió, pero tal cometido no lo logró. 

De conformidad con lo expuesto, ninguna de las excepciones propuestas estaba llamada a prosperar, razón por la cual,  para dar cumplimiento al literal e) del artículo 510 del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 794 de 2003, sentencia diferente no podía dictar el juzgado, ya que además se aportó con la demanda documento que presta mérito ejecutivo de conformidad con el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, pues la letra de cambio arrimada a los autos reúnen las condiciones que exige el Código de Comercio para los títulos valores en general y para esa especie en particular.

Fueron entonces acertadas las decisiones adoptadas en la sentencia de primera instancia, la que será confirmada.  Se modificará sin embargo el numeral segundo para disponer que los intereses moratorios que pueden ser cobrados, de acuerdo con el tenor literal del título ejecutivo, lo serán a la tasa máxima autorizada por la Superintendencia Financiera en la época en que se causen y no al 2.3% mensual como se dispuso en el auto que libró la orden de pago.

Los demandados impugnantes serán condenados a pagar las costas causadas.

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE :

CONFIRMAR la sentencia de fecha 16 de octubre de 2008, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas,  en el proceso ejecutivo promovido por la señora Paola Andrea Bejarano Aguirre contra John Edison Aguirre Valencia y Dania Julieta Aguirre Hernández, en calidad de herederos del señor Luis Arbey Aguirre Gutiérrez y la señora Doris Lilia Aguirre Tayac, MODIFICANDO el numeral segundo en el sentido de disponer que los intereses moratorios que pueden ser cobrados, de acuerdo con el tenor literal del título ejecutivo, lo serán a la tasa máxima autorizada por la Superintendencia Financiera en la época en que se causen y no al 2.3% mensual como se dispuso en el auto que libró la orden de pago y ADICIONÁNDOLA para desestimar la tacha de falsedad formulada 

Costas en esta instancia a cargo de los demandados impugnantes, a favor de la demandante. Tásense

CÓPIESE. NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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�	 De los Títulos Valores en General, página 59 







